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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

El Tribunal de Primera Instancia (“TPI”), por la vía sumaria, 

desestimó una demanda de cobro de dinero en cuanto a una esposa 

demandada, sobre la base de que la deuda por la cual se reclama 

fue contraída por el esposo, consignándose en el instrumento 

pertinente que únicamente comparecía el esposo por la pareja estar 

casada bajo capitulaciones que estipulan la separación de bienes.  

Según se explica en detalle a continuación, concluimos que procede 

la confirmación de la sentencia apelada. 

I. 

La acción de referencia, sobre ejecución de hipoteca y cobro 

de dinero (la “Demanda”), fue presentada en octubre de 2016 por la 

Sa. Evelyn Díaz Vidal (la “Apelante”, “Demandante” o “Acreedora”) 

contra el Sr. Carlos H. Raffucci Caro (el “Esposo”), la Sa. Eddalí 

Maldonado Ortiz (la “Esposa”) y la “sociedad legal de gananciales 

compuesta por ambos”.  
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Se alega en la Demanda que el Esposo suscribió un pagaré 

hipotecario al portador (el “Pagaré”), que la Demandante era su 

portadora y que, en conexión con el pagaré, se adeudan 

$100,000.00, más intereses y el 10% del principal para satisfacer 

los honorarios de abogados y costas del pleito, según estipulado en 

el Pagaré. 

En enero de 2017, la Esposa presentó una Moción Solicitando 

Sentencia Sumaria Parcial (la “Moción”) mediante la cual sostuvo que 

no era titular del inmueble hipotecado y que no existía el régimen 

de sociedad legal de gananciales entre ella y el Esposo.  Consignó 

que, en vez, regía en el matrimonio la total separación de bienes, 

según quedó establecido por escritura pública otorgada el 5 de mayo 

de 1995 (la “Escritura de Capitulaciones”), la cual se acompañó con 

la Moción.  Explicó que el préstamo objeto de la Demanda (el 

“Préstamo”) “fue de naturaleza mercantil” y que la Esposa “no 

participó en el negocio”.  Sostuvo que el Esposo era el “único dueño 

del inmueble cuya ejecución” se solicita (la “Propiedad”). 

Luego del correspondiente descubrimiento de prueba, y un 

año luego de presentada la Moción (en enero de 2018), la 

Demandante, a través de su entonces representante legal, se 

“allan[ó]” a que se concediera la Moción y, así, se desestimara la 

Demanda en cuanto a la Esposa.  Apéndice a la pág. 51. 

Ello no obstante, un año y medio después, en mayo de 2019, 

la Demandante, por derecho propio, sostuvo que “no tenía 

conocimiento” de que se había allanado a la Moción y que su 

anterior abogado “no tenía autorización de su parte para allanarse”.  

Unos meses luego, en agosto, la Demandante, a través de nueva 

representación legal, se opuso a la Moción.  Planteó que tres de los 

pagos recibidos por la Demandante provenían de la “cuenta de 

cheques” de la Esposa.  Por tanto, arguyó que existía controversia 

sobre si había surgido una “comunidad de bienes”, por “confusión 
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entre los caudales”, ello “a pesar de las capitulaciones 

matrimoniales”. 

Mediante una Sentencia Parcial notificada el 10 de septiembre 

de 2019 (la “Sentencia”), el TPI desestimó la Demanda contra la 

Esposa y la supuesta sociedad legal de gananciales.  El 25 de 

septiembre, la Demandante solicitó reconsideración de la Sentencia, 

la cual fue denegada mediante una Resolución notificada el 3 de 

octubre. 

El 4 de noviembre (lunes), la Demandante presentó la 

apelación que nos ocupa.  Reproduce lo planteado al TPI en su 

oposición a la Moción y, además, sostiene que erró el TPI al haber 

dictado la Sentencia antes de que se pudiese deponer a la Esposa y 

obtener de los demandados la totalidad de los documentos 

relacionados con los pagos realizados a la propia Demandante.  

La Esposa presentó su alegato en oposición.  Sostiene que la 

expedición por ella de tres pagos, durante 14 años, en abono del 

Préstamo, no generaba controversia alguna sobre la existencia de 

un régimen de separación de bienes de conformidad con la Escritura 

de Capitulaciones.  Resaltó que del Pagaré surge que el único deudor 

es el Esposo, y de la correspondiente escritura de hipoteca surge que 

la Propiedad es únicamente del Esposo y que la Esposa “no 

comparece a este acto … por constituirse su matrimonio … bajo el 

régimen de capitulaciones matrimoniales”. Resolvemos.  

II. 

El Artículo 1267 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3551, 

establece que los que se unan en matrimonio podrán otorgar 

capitulaciones antes de celebrarlo, estipulando las condiciones de la 

sociedad conyugal en lo relacionado con sus bienes presentes y 

futuros.  De igual forma, a falta de capitulaciones, o cuando estas 

sean nulas o insuficientes, los cónyuges se casan bajo el régimen 
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supletorio de la sociedad de gananciales. Gil Enseñat v. Marini, 167 

DPR 553 (2006); Scotiabank de PR v. TCG, 198 DPR 158 (2017).   

Los contrayentes de un matrimonio pueden configurar el 

régimen patrimonial que regirá el mismo.  La constitución de ese 

régimen puede realizarse mediante el otorgamiento de un contrato 

de capitulaciones matrimoniales.  Véase Roselló Puig v. Rodríguez 

Cruz, 183 DPR 81 (2011).  En virtud de lo anterior, los futuros 

cónyuges pueden pactar en las capitulaciones matrimoniales el 

régimen económico que entiendan procedente y conveniente.  Gil 

Enseñat, 167 DPR a la pág. 559.   

Bajo unas capitulaciones matrimoniales, los cónyuges 

pueden: (a) mantener el régimen legal, reglamentando las 

aportaciones de bienes y estableciendo aquellos pactos autorizados 

y compatibles con dicho sistema; (b) eliminar totalmente el régimen 

legal, ya simplemente pactando que no regirá la sociedad de 

gananciales o estableciendo un nuevo sistema—por ejemplo, el 

dotal, el de separación de bienes o el de comunidad absoluta de 

éstos, y (c) combinar diferentes regímenes, siempre que no se violen 

los preceptos prohibitivos generales o las prohibiciones especiales 

impuestas por ley para el régimen que como fundamental se haya 

pactado. Umpierre v. Torres Díaz, 114 DPR 449 (1983).  Por su parte, 

las disposiciones contenidas en capitulaciones matrimoniales deben 

ser claras y precisas y los tribunales deben interpretarlas 

estrictamente en todo lo que afecten al régimen de la sociedad legal 

de gananciales.  La facultad de interpretación de capitulaciones 

matrimoniales queda reservada al criterio judicial. Vilariño Martínez 

v. Registrador, 88 DPR 288 (1963).   

 

 

III. 
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El mecanismo de sentencia sumaria procura, ante todo, 

aligerar la tramitación de aquellos casos en los cuales no existe una 

controversia de hechos real y sustancial que exija la celebración de 

un juicio en su fondo.  Véase Rodríguez García v. Univ. Carlos Albizu, 

200 DPR 929 (2018); Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200.   

La Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. R. 36, rige 

el proceso mediante el cual una parte puede solicitar al tribunal que 

dicte sentencia sumaria a su favor.  Cuando cualquier parte solicite 

que el pleito sea resuelto por la vía sumaria, deberá demostrar “la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia sumariamente a su 

favor sobre la totalidad o cualquier parte de la reclamación”.  32 

LPRA Ap. V. R. 36.1, 36.2.   

La Regla 36.3 de las de Procedimiento Civil, supra, detalla el 

procedimiento que deben seguir las partes al momento de solicitar 

que se dicte sentencia sumaria a su favor.  A esos efectos, establece 

que una solicitud al amparo de ésta deberá incluir: (1) una 

exposición breve de las alegaciones de las partes; (2) los asuntos 

litigiosos o en controversia; (3) la causa de acción, reclamación o 

parte respecto a la cual es solicitada la sentencia sumaria; (4) una 

relación concisa, organizada y en párrafos enumerados de todos los 

hechos esenciales y pertinentes sobre los cuales no hay controversia 

sustancial, con indicación de los párrafos o las páginas de las 

declaraciones juradas u otra prueba admisible en evidencia donde 

se establecen estos hechos, así como de cualquier otro documento 

admisible en evidencia que se encuentre en el expediente del 

tribunal; (5) las razones por las cuales debe ser dictada la sentencia, 

argumentando el derecho aplicable, y (6) el remedio que debe ser 

concedido. 32 LPRA Ap. V. R. 36.3. 

Presentada una solicitud de sentencia sumaria, la parte que 

se opone a la concesión de la misma también deberá cumplir con 
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ciertos requisitos preceptuados en la referida regla y deberá 

argumentar el derecho aplicable a la controversia, ya sea para que 

el pleito no sea resuelto por la vía sumaria, o para que se dicte 

sentencia sumaria a su favor.  Es decir, el hecho de que una parte 

solicite sentencia sumaria no implica que la misma debe ser resuelta 

a su favor.  Esto es así porque la sentencia sumaria "puede dictarse 

a favor o en contra del promovente, según proceda en derecho". 

Rodríguez García, 200 DPR a las págs. 940-941; Audiovisual Lang. 

v. Sist. Est. Natal Hnos., 144 DPR 563, 575, (1997).   

El criterio rector al momento de considerar la procedencia de 

un dictamen sumario es que no haya controversia sobre los hechos 

esenciales y pertinentes, según alegados por las partes en sus 

respectivas solicitudes y/o oposiciones, y que sólo reste aplicar el 

derecho. Véanse Rodríguez García, 200 DPR a la pág. 941; Velázquez 

Ortiz v. Mun. de Humacao, 197 DPR 656, 661 (2017); Reyes Sánchez 

v. Eaton Electrical, 189 DPR 586, 594-595 (2013).   

IV. 

Como cuestión de derecho, del contenido de la Escritura de 

Capitulaciones, en conjunto con lo estipulado en el Pagaré y en la 

escritura de hipoteca correspondiente, la Esposa no puede 

responder por el Préstamo. 

Según expuesto arriba, la Esposa no compareció como 

deudora en el Pagaré.  En cuanto a la escritura de hipoteca, a la 

misma únicamente compareció el Esposo y en la misma se insertó 

la siguiente cláusula:  

Se aclara que no comparece a este acto Eddalí 
Maldonado Ortiz, por constituirse su matrimonio con el 
compareciente bajo el régimen de capitulaciones 

matrimoniales según consta de la escritura número 
cuatro (4) otorgada el cinco (5) de mayo de mil 

novecientos noventa y cinco (1995), ante el Notario 
Wilbert López Moreno, y ser privativa del compareciente 
la propiedad objeto de la presente transacción.  Se 

acompaña copia de dicha escritura como documento 
complementario a esta escritura.  
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A su vez, la Escritura de Capitulaciones es categórica en 

cuanto al acuerdo de que la sociedad de gananciales no regiría y, en 

vez, prevalecería un régimen de total separación de bienes: 

A. Se pacta y acuerda expresamente la exclusión, 

inaplicabilidad e inexistencia del Régimen de la 
Sociedad Legal de Bienes Gananciales al cual renuncian 
irrevocablemente.  

 
B. El matrimonio se contraerá y regirá bajo un régimen 

de la más absoluta, perfecta y universal separación 
entre los esposos de la propiedad, título, dominio, uso, 
usufructo y posesión de todos los bienes y cosas 

corporales e incorporales, muebles e inmuebles, 
incluyendo los excluidos como muebles en el Artículo 

Doscientos Setenta y Ocho (278) del Código Civil de 
Puerto Rico, según enmendado, así como todos de 
cualquier naturaleza que le pertenezcan al presente o 

que adquiriesen en el futuro, incluyendo, además, 
cualesquiera frutos, derechos, causas de acción, 
créditos, rentas, intereses, ganancias o condenas 

provenientes o relacionadas con dichos bienes o cosas 
contraídas por cualquiera de los cónyuges con 

anterioridad al matrimonio, sin que circunstancia 
alguna desvirtúe la naturaleza de esta escritura.   
 

C. Cada cónyuge será libremente el propietario en pleno 
dominio, usufructuario y administrador de todos sus 
bienes muebles e inmuebles y cosas presentes y los que 

adquiriese en el futuro de cualquier forma, incluyendo 
con el producto de su trabajo o adquiridos por 

donación, regalo a título oneroso, gratuito o de otra 
forma, conservándolos con todos sus frutos, ganancias, 
beneficios, rentas o intereses, durante y a la disolución 

del matrimonio.  
 

D. Los comparecientes mantendrán el carácter privativo 
de sus respectivos sueldos e ingresos adquiridos 
durante su matrimonio.  

 
E. Ninguna cosa, crédito, derecho, ganancia, bien, 
mueble o inmueble, de cualquier forma, o naturaleza se 

estimará o reputará que les pertenece a ambos 
cónyuges conjuntamente o en común proindiviso, a 

menos que se pacte expresamente dicha propiedad o 
cosa en común por documento público. 
 

F. Cada cónyuge tendrá la más absoluta y libre 
disposición de sus bienes muebles e inmuebles y cosas 

presentes y futuras, pudiendo adquirirlos, venderlos, 
cederlos, gravarlos o de cualquier otra forma disponer y 
contratar sobre éstos sin tener que obtener el 

consentimiento o concurso del otro cónyuge.   
 
(. . .) 

 

 Cuando, como ocurrió aquí, está expresamente pactado que 

no regirá la sociedad legal de gananciales, la misma no puede nacer 
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por virtud del comportamiento de las partes.  Como se señaló en 

Domínguez Maldonado v. ELA, 137 DPR 954, 968 (1995), cuando 

unas capitulaciones “descarta[n] el régimen de sociedad de 

gananciales”, no procede “el planteamiento de que la sociedad de 

gananciales surgió por los actos de administración y esfuerzo común 

de ambos cónyuges”.  Más aún, a pesar de que en dicho caso se 

concluyó que había surgido una “comunidad de bienes atípica”, ello 

respondió a que en las capitulaciones no se “indic[ó] cuál régimen 

económico regiría”.  Domínguez, 137 DPR a la pág. 968.  Por su 

parte, en Umpierre v. Torres Díaz, 114 DPR 449, 461 (1983), se 

concluyó que existía una sociedad legal de gananciales porque su 

existencia no estaba “prohibid[a]” por, ni “en contravención” de, las 

capitulaciones bajo análisis en dicho caso. 

 En este caso, distinto a lo ocurrido en los citados casos, en los 

cuales descansa la Demandante, las capitulaciones sí establecen, 

primero, que el régimen de la sociedad legal de gananciales no regirá 

y, segundo, que habrá un régimen de total separación de bienes.  

Por tanto, independientemente de la conducta del matrimonio, no 

podría concluirse que surgió una sociedad legal de gananciales que 

podría responder por el Préstamo.  Mucho menos cuando la 

Demandante conocía, al acordarse el Préstamo, que el Esposo 

estaba casado, aceptó que en el Pagaré únicamente compareciera 

como deudor el Esposo, y se hizo constar en la escritura de hipoteca 

que la Esposa no comparecía, precisamente, porque la Propiedad 

era únicamente del Esposo y estos estaban casados bajo un régimen 

de separación de bienes de conformidad con la Escritura de 

Capitulaciones, la cual se hizo formar parte de la referida escritura 

de hipoteca. 

En fin, los tribunales no podemos fabricar una sociedad de 

gananciales cuando los cónyuges expresamente, y válidamente, 

repudiaron dicho régimen a través de unas capitulaciones.  
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Domínguez Maldonado, 137 DPR a la pág. 966; Maldonado v. Cruz, 

161 DPR 1, 25 (2004) (en estas circunstancias, no puede evaluarse 

el “comportamiento y … los actos del matrimonio a los fines de 

determinar si la pareja observa o no el régimen económico 

pactado”).1 

Por tanto, ante esta norma de derecho, no procedía el 

descubrimiento pretendido por la Demandante, mediante el cual se 

intentaría indagar sobre asuntos que no pueden afectar la 

conclusión de que, en estas circunstancias y como cuestión de 

derecho, la Esposa no responde por el Préstamo. 

Concluimos, además, que el recurso presentado por la 

Demandante es frívolo, particularmente ante el hecho de que ya 

dicha parte, a través de su anterior representante legal, se había 

allanado a que se desestimara la Demanda en cuanto a la Esposa.  

Así pues, se condena a la Demandante a satisfacer, a favor de la Sa. 

Eddalí Maldonado Ortiz la cantidad de $1,500.00, como sanción por 

su temeraria conducta litigiosa.  Véase Regla 85 del Reglamento de 

este Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII–B, R.85. 

V. 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

sentencia apelada y se condena a la Sa. Evelyn Díaz Vidal a 

satisfacer a la Sa. Eddali Maldonado Ortiz la cantidad de $1,500.00 

como sanción económica por haber presentado un recurso frívolo. 

 Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
1 Aunque actualmente se permite la modificación de unas capitulaciones 
matrimoniales, dicha modificación tiene que constar por escrito y estar inscrita 

en “el Registro de Capitulaciones Matrimoniales adscrito a la Oficina de 

Inspección de Notarías”, lo cual no alega haya ocurrido aquí.  31 LPRA sec. 5555. 


